
 
La implementación de las disposiciones de propiedad intelectual del T-MEC por 
parte del Congreso mexicano amenaza la democracia y los derechos digitales 

 
En reacción a los cambios radicales en el régimen federal de derechos de autor aprobados por el Congreso 
mexicano, a propósito de la implementación del Tratado entre México, Estados Unidos y Canadá (T-MEC), 
las organizaciones de interés público y las personas que firmamos declaramos: 
 
Nuestra oposición a los proyectos de ley que implementan las reglas de propiedad intelectual previstas por 
el T-MEC en México sin un debate adecuado, sin justificación y sin hacer uso de la flexibilidad contemplada 
en el T-MEC para aminorar el daño a los derechos humanos y a la economía mexicana. Estos proyectos 
refuerzan el draconiano sistema de derechos de autor vigente en México y lo empeora, importando algunos 
de los aspectos más problemáticos de la ley de derechos de autor de los Estados Unidos. Las signatarias de 
esta declaración hemos participado de las discusiones globales y hemos documentado las múltiples formas en 
que el maximalismo del derecho de autor se infiltra en los acuerdos comerciales, eludiendo los procesos 
democráticos y los debates basados en evidencia. Hemos visto cómo estas lógicas han vuelto a producirse en 
México y nos oponemos a ellas enérgicamente. 
 
Mientras estas reformas se mantengan vigentes, México tendrá que lidiar con un sistema de "notificación y 
eliminación de contenidos", un sistema de censura particularmente sencillo de explotar, basado en acusaciones 
de infracción al derecho de autor que no necesitan ser corroboradas. Este sistema copia el modelo 
implementado en Estados Unidos por medio de la Ley de Derechos de Autor de la Era Digital de 1998 
(DMCA). Si bien este sistema ha coincidido con el crecimiento expansivo de las plataformas de internet 
estadounidenses que ofrecen contenido generado por los usuarios, también ha permitido una cantidad 
significativa de restricciones al discurso legítimo, incluyendo la crítica política. Este es un sistema de censura  
que no requiere de la revisión judicial de las acusaciones de infracción, y que carece de una consideración 
significativa de limitaciones y excepciones al derecho de autor para proteger la libertad de expresión. Además, 
permite el “copyfraud”, nombre con el que se conoce la eliminación —sin el debido proceso— de obras que 
pertenecen al dominio público, que están protegidas con licencias que permiten su reutilización o que no son 
propiedad del demandante.  
 
Las revisiones a la ley mexicana de derechos de autor no tienen en cuenta los impactos negativos sobre la 
libertad de expresión, ni los estándares sobre restricción de contenido basadas en el derecho internacional 
de los derechos humanos, como los Principios de Manila sobre Responsabilidad Intermedia. 
 
Las reformas también implementan restricciones legales a la eliminación de las "medidas de protección 
tecnológica" (MTP) en México, sin las salvaguardas adecuadas para los casos en los que eludir estas medidas 
tenga fines legítimos. El Código Penal Federal ahora establece fuertes multas y el riesgo de ir a prisión en caso 
de infringir estas medidas. Los regímenes antielusión han sido un desastre para los derechos fundamentales, 
incluyendo el derecho a la libertad de expresión, el derecho al acceso al conocimiento, para asegurar 
adecuadamente y en todos los casos el derecho de las personas con discapacidad a adaptar sus tecnologías a 
sus necesidades, y el derecho a la reparación independiente. Estas reglas pueden resultar en acciones judiciales 
que contravengan las obligaciones de México bajo el Tratado de Marrakech. Además, las reglas antielusión 



son catastróficas para la competencia, ya que permiten a las empresas dominantes usar MTP para prohibir 
actividades competitivas, como la fabricación de repuestos e insumos de terceros, así como la creación de 
productos interoperables. 
 
Las MTP han proliferado como hongos, surgiendo en todos los sectores, para su uso con fines puramente 
anticompetitivos. Las implementaciones recientes incluyen MTP para ventiladores, tractores, monitores de 
glucosa para personas diabéticas y automóviles, con el único fin de evitar las reparaciones independientes,  
permitiendo a las empresas dominantes recopilar datos y limitar el marco de acción de sus críticos, clientes y 
competidores. Estados Unidos tiene la excusa de haber creado su ley sobre MTP en 1998, antes de que 
hubiese pruebas irrefutables de las consecuencias negativas de dichas normativas y antes de que los 
dispositivos controlados por software protegido por derecho de autor se volvieran ubicuos. 22 años después, 
los daños han sido documentados en numerosas reglamentaciones gubernamentales y casos judiciales en los 
Estados Unidos, estableciendo el daño a creadores, innovadores, investigadores y al público en general. México 
no tiene excusa para adoptar un régimen de derechos de autor retrógrado, que ha demostrado ser perjudicial 
para las personas respetuosas de la ley, ya que obstaculiza en lugar de promover la amplia participación en 
actividades creativas que el derecho de autor debería procurar. 
 
La aprobación apresurada de estas reformas va contra el deber del Congreso federal de debatir democrática, 
abierta y transparentemente las reglas bajo las cuales las y los habitantes de México estarán legalmente 
obligadas a vivir en la era digital. La aprobación de estas reformas representa una oportunidad perdida para 
discutir las necesidades reales en torno a libertad de expresión para quienes crean, innovan, investigan y, en 
general, para el bienestar público en México. Trágicamente, el Congreso mexicano no ha sido capaz de 
explorar las flexibilidades dentro del texto del T-MEC que le permitirían responder de manera más adecuada 
a las necesidades de la población mexicana y los valores encarnados en su Constitución. Un ejemplo de esto 
es que las limitadas excepciones y limitaciones al derecho de autor existentes en la ley mexicana no fueron 
revisadas ni ampliadas para ajustarse a este nuevo régimen, agudizando la desventaja de México frente a sus 
socios, que tienen regímenes de excepción mucho más robustos, a través de políticas de uso justo y trato 
justo. 
 
El T-MEC es un acuerdo trilateral y Canadá, la otra parte del acuerdo, ha preservado mucho más espacio 
para la libertad de  expresión, la innovación y la competencia en la forma en que ha implementado las  
obligaciones del tratado. Mientras que Estados Unidos y México tienen "notificación y retirada" por denuncias 
de infracción de derechos de autor, Canadá tiene "notificación y notificación", un mecanismo mucho más 
mesurado, que pondera el debido proceso y la libre expresión de una forma mucho más importante que el 
deseo de los supuestos titulares de derechos por eliminar material disponible públicamente en internet. 
 
Del mismo modo, las medidas antielusión de Canadá son mucho más flexibles que las de Estados Unidos y 
México, y se hicieron aún más flexibles conforme el poder de las MTP para distorsionar la política industrial y 
afectar los derechos fundamentales se hizo evidente. En 2017, el Comité Permanente de Industria, Ciencia y 
Tecnología de Canadá hizo 36 recomendaciones para reformar las normas de derechos de autor de Canadá, 
incluyendo varias que se cruzan con las protecciones de MTP: en particular, el Comité recomendó una 
excepción general para la elusión de MTP con fines no infractores del derecho de autor, incluyendo aquellos 
usos permitidos por las limitaciones y excepciones a los derechos de autor, como también para realizar 
reparaciones.  
 



Mientras Canadá ha relajado su régimen de MTP, Estados Unidos ha realizado seis "revisiones trienales" en las 
que la Oficina de Derechos de Autor escucha peticiones de exención legítima a las reglas de antielusión de 
Estados Unidos (una séptima sesión de revisión está agendada para 2021). Estas revisiones han creado una 
larga lista de exenciones a las reglas anti elusión que los estadounidenses pueden aprovechar. 
 
En otras palabras, dos de las tres partes involucradas en el T-MEC tienen versiones mucho menos restrictivas 
de las leyes que acaba de aprobar el Congreso de México: las empresas estadounidenses y canadienses 
disfrutan de una ventaja competitiva sustancial sobre sus contrapartes mexicanas. Las empresas 
estadounidenses y canadienses pueden fabricar productos y servicios complementarios a los ofrecidos por las 
empresas mexicanas —incluyendo reparaciones, mejoras, insumos y piezas— y recaudar los ingresos que 
generan estos productos y servicios. Sin embargo, los legisladores de México han atado de manos a su propia 
industria, prohibiendoles hacer lo mismo con productos de Canadá y Estados Unidos, a riesgo de hacerse 
acreedoras de una sanción penal. 
 
El T-MEC es solo el ejemplo más reciente de una larga línea de acuerdos de libre comercio promovidos por 
Estados Unidos que buscan exportar un sistema de derechos de autor cada vez más restrictivo a los países 
en desarrollo, sin justificaciones apropiadas ni consideración por los derechos humanos ni la democracia. 
Muchas de las implementaciones de esos tratados por parte de los países de América Latina han aprovechado 
la flexibilidad del lenguaje que se les brinda para hacerlos más consistentes con sus propios regímenes legales. 
Este es el caso de Chile que, a propósito de su TLC con Estados Unidos, en  2010 implementó  un sistema 
de régimen de eliminación previa notificación judicial. El sistema es muy similar al DMCA, con una diferencia 
crucial: los intermediarios no están obligados a retirar el material hasta que haya una orden judicial para la 
eliminación del contenido, bajo un proceso legal especial acelerado. Este sistema desalienta los avisos 
automáticos o abusivos que tienen más probabilidades de obstaculizar la libertad de expresión. 
 
Finalmente, queremos resaltar el hecho de que esto no es "libre comercio" si México entrega sus ventajas 
comerciales a dos naciones más grandes y ricas, que pueden lucrar con su gente y limitar injustamente sus 
derechos de una forma mucho más severa que a las personas de los otros dos países que son parte del 
acuerdo. 
 
El apoyo de las empresas estadounidenses de internet y tecnología no califica como un respaldo creíble para 
lograr una internet sólida, segura, innovadora y libre. Más bien, representa una expresión de sus propios 
intereses comerciales, independiente del impacto en las y los habitantes de México y la comunidad global de 
tecnólogas, empresarias e innovadoras. El caso mexicano es un ejemplo peligroso para el resto de los países 
que están negociando o implementando acuerdos de libre comercio con Estados Unidos. 
 
Las organizaciones de interés público y las personas que firmamos esta declaración solidarizamos con las 
personas y organizaciones detrás de la campaña "Ni Censura Ni Candados" y sus esfuerzos para detener estas 
dañinas reformas. Hacemos un llamado al Congreso mexicano para que considere reformas a la ley de 
propiedad intelectual que favorezcan los intereses de usuarias, usuarios, innovadores e innovadoras, y que 
abra la discusión legislativa a todas las partes interesadas, para que puedan participar de un proceso 
verdaderamente democrático, con el objetivo de beneficiar a la sociedad en su conjunto. 
 
Hacemos un llamado a las instituciones públicas mexicanas a rechazar las reformas a la Ley Federal de 
Derechos de Autor y al Código Penal Federal aprobadas por el Congreso, y denunciar su falta de coherencia 



con las regulaciones nacionales, regionales y mundiales de derechos humanos. Hacemos un llamado a la 
Comisión Nacional de Derechos Humanos para impugnar la constitucionalidad de estas leyes ante la Corte 
Suprema y a sus jueces a derogarlas. 
 


